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El presente trabajo tiene por objeto 
hacer un análisis de las “ornas que re- 
gulan la propaganda electoral e intentar 
determinar su alcance, a la luz de lo que 
establecen las dos leyes orgánicas co”.+ 
titucionales sobre vohciones y escrutinios 
-Nos. 18.700 y 18.733, ambas de l%S%, 
los respectivos fallos que se pronunciaron 
sobre la constitucionalidad de sendos 
proyectos y la Ley de Televkión chilena 
NP 17.377 de 1970 cuyas disposiciones 
están en gran parte vigentes en tanto no 
se dicte la ley sobre Consejo Nacional 
de Radio y Televisib”. 

El P&mfo 60 del Titulo 1 de la Ley 
NP 18.700 sobre Votaciones y Escrutinios 
regula la “Propaganda y Publicidad” y 
establece en el artículo 30 que se enten- 
derá por “propaganda electoral la dirigida 
a inducir a los electores a emitir su voto 
por candidatos deteminados o a apa- 
yar alguna de las proposiciones sometidas 
a plebiscito. Dicha propaganda ~610 po- 
drá efectuarse en las oportuidades y en 
la forma prevista en esta ley”. 

El firutnciamiento de los gastos de pro- 
paganda ~610 podrá provenir de fuente 
de origen nacional. El articulo 31 deter- 
mina la oportunidad de la propaganda por 
medio de la prensa, radioemisoras y ca- 
nales de televisión, la que “~610 podrá 
efectuarse desde el trigésimo y hasta el 
tercer día anterior al de la elección o ple- 
biscito”. El resto de los artículos sobre la 
materia (artículos 32 a 35) dan cuenta 
de la forma en que puede reahrse la 
propaganda electoral, los derechos que al 
respecto tiene” las sedes oficiales de los 
partidos y de los independientes, los de- 
beres de las municipalidades y la fisca- 
lización que corresponde a Carabineros 
del cumplimiento de estas nor”ms. 

El fallo de fecha 5 de abril de 1988, 

mediante el cual el Tribunal Ccmtih~- 
cional se pronunci6 sobre la constituci* 
“alidad de la “orina en cuestión, señal6 
al legislador orgánico la necesidad de le- 
gislar sobre algunos puntos especfficos 
que no aparecía”, a su juicio, wficien- 
temente regulados en la ley, “a fin de 
evitar que se produzcan vacíos que difi- 
culten el cabal cumplimiento de la vo- 
luntad legis!.ativa, en conformidad a las 
prescripciones de la Carta Fundamental”. 

Entre las prevenciones del Tribunal en 
el citado fallo se dispone que si bien la 
normativa establece ‘la oporhmidad en 
que podrá hacerse propqqnda electoral 
por medio de la prensa, radioemisoras y 
canales de televisión, no regula el com- 
plemento indispensable de esta norma, 
cual es todo lo co*cemie*te a evitar 
discriminaciones en dicha propaganda pc- 
lítica y u asegurar una efectiva igualdad 
entre las diferentes candidaturas, tratán- 
dose de procesos electorales o de las dis- 
tintas proposicio”es que se formulen al 
país, en el caso de los actos plebiscita- 
rios, 10 cual, además, resulta necesario 
que la ley lo efectúe, para dar fiel cum- 
plimiento al mandato constitucional con- 
tenido en el artículo 18 de la Carta Fon- 
damental” 1. 

En ce”sec”encia, entre las materias es- 
pecificas sobre las cuales el Tribunal 
previno la necesidad de legislar y dictar 
oportunamente nornlas compleme”taria& 
se mencionó la propaganda y publicidad 
en el sentido de regular la propaganda 
electoral por medio de la prensa, radio- 
emisoras y canales de televisi6n, asegu- 
rando al respecto mm efectiva igualdad 
entre las diferentes opiniones. 

Recogiendo las indicaciones formula- 
das por el Alto Tribunal, el legislador 
dictó la Ley Organica Constitucional 

1 Considerando NP 10. 
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No 18.733 de 13 de agosto de 1988 que 
intndujo, mediante un articulo Gnico, va- 
rias modificaciones a la referida Ley Or- 
gánica Constitncional NP 18700 sobre 
Votaciones y Escrutinios y cuya regula- 
ción de la propaganda y publicidad el 
Tribunal estimó insuficiente. 

La ley modificatoria agregó el artículo 
31 bis que introdujo la siguiente regula- 
ción a la propaganda electoral: 

a) Los canales de televisión de libre 
recepción ~1510 podrá” kmsmitir propa- 
ganda electoral en los términos de este 
articulo. Los senicios limitados de tele- 
visión no podrán, en caso alguno, trans- 
mitir propaganda electoral. 

Es perfectamente claro, entonces, que 
los canales autorizados no pueden apar- 
tarse de la normativa legal y sus aocict- 
“es de propaganda electoral debe” des- 
arrollarse exclusivamente seg6n lo dis- 
pone la presente ley. 

b) En las elecciones de Presidente 
de la República, de diputados y senado- 
res, sdo de diputados y en los plebiscitos 
corresQ&án 30 minutos dimios gro- 
tuitos a propaganda electoral. 

c) Cumdo correspor,dan elecciontzs 
consuntos de Presidente de la República 
y de diputados y senadores, los canales 
de televisión deber&” transmitir gratuita- 
mente 40 minutos diarios, los que se dis- 
tribuirán en veinte minutos para cada 
“llO. 

4 
de In 

Para las eleccfones de Presidente 
República los tiempos de 30 o de 

20 minutos setidcs precedentemente 
serán dishibtidos por el Consejo Nacio- 
nal de Radio y Televisión en iguales par- 
tes entre todos los candidatns. 

e) Para las elecciones de diputados tl 
senodores el tiempo se dishib”irL por el 
Conseja Nacional de Radio y Televisión 
entre los partidos políticos y los candida- 
tos independientes correspondiendo a ca- 
da partido politice un tiempo proporcio- 
“al a los votos obtenidos en la ídäma 
elección y al conjunto de candidatias 
independientes el tiempo equivalente al 
del partido que hubiere obtenido menos 
sufragios en la última elección. 

f) En caso de plebiscito los canales 
de televisió” debe& dar expresi6n a: 
1) el gobierno; 2) a los partidos po- 
Micas co” representación en el Congreso, 
y 3) a los parlamentaricrs independientes. 

Los treinta minutos gratuitos se diski- 
buirán por mitades entre el Gobierno y 
sus adherentes, por “na parte, y los par- 
tidos y parlamentarios independientes 
que sustenten una posicib” diferente a 
la del Gobierno, por la otx‘a. Ambos grw 
pos se repartián de común acuerdo el 
tiempo respectivo, debiendo intervenir el 
Conseja Nacional de Radio y Televisi¿m 
a falta de acuerdo. 

gJ Los canales de televisión de libre 
recepcibn sdlo podrán transmitir propa- 
ganda electoral en los términos previstos 
en la “orn~ativa del artículo 31 bis de la 
Ley NP 18.733. En consecuencia, camo 
se indicó al comienzo, se prohíbe a los 
canales de televisió” transmitir cualqnie- 
ra otm propaganda electoral, ya sea 
gratuita u ormw*. 

h) Sc510 las empresas pericdkticas 
de prensa escrita y las radioemisoras pc- 
drLn publiw o emitir propaganda elec- 
toral libremente contratada, siempre que 
no discrin~inen en el cobro de las tarifas 
entre las dktitas candidaturas u opcic- 
“es. La ley no limita entonces la libertad 
de contratación de propaganda electoral 
en prensa y radioemisoras, pero impone 
a éstos un deber general de no discrimi- 
nación en cuanto al monto de las tarifas. 

Vistas las bases fundamentales de la 
legislacib” recientrmenle dictada en ma- 
teria de propaganda electoral, cabe plan- 
tearse las siguientes interrogantes: ¿Por 
qué la obligación legal de gratuidad im- 
puesta a los canales de televisión? ¿Es 
lícita esta obligación o. por el contrario, 
es un gravamen arbitrario a una activi- 
dad? ¿Es licito impedir la libre contra- 
taci6n particular de espacios televisivos 
destinados a propaganda electoral? $ro- 
de el aporte estatal para contribuir al 
financiamiento de la propaganda? dQ”B 
establece el Derecho Comparado al res- 
pecto? 

Intentaremos dar respuesta a algunas 
de las cuestiones planteadas. 

Entre los f”ndamentos que jwificm la 
exigencia de gratuidad de la transmisión 
de propaganda electoral de los canales 
de televisión abe señalar los antecedentes 
n>ntenidos en la Ley de Televisión NT 
17.377 de 1970, gran parte de cuyas ““r- 



19891 GARCíA: PROPAGANDA ELECTORAL 245 

mas alí” está” vigentes, la “ahlraleza 
jurfdica de los canales de televisión v las 
consideraciones contenidas en el fallo del 
Tribunal Constitucional pronunciado en 
relación co” el proyecto de Ley Orgánica 
Constitucional Complementaria de Vota- 
ciones y Escrutinios. 

2.1. Ley de Telehfdn W 17.377 
de 1970 

Esta normativa legal se encuentra en 
gran parte vigente considerando que la 
Disposición Transitoria NO 5 de la Cons- 
titucibn de 1980 estiblece que se enten- 
derá que las leyes actwdmente en vigor 
sobre materias que confornx a esta 
Constitución deben ser objeto de leyes 
orgticas constitucionales o aprobadas 
co” quúrum calificado cumplen estos re- 
quisitos y seguirán aplicbndose en lo que 
no sea” contrarias a la Constitución, mien- 
tras no se dicte” los correspondientes 
cuerpos legales. Precisamente así lo de- 
claró la Excma. Cate Suprema en sen- 
tencia de 12 de julio de 19813, recaída en 
un recurso de protección presentado por 
los canales de televisi6n. Ademas, la Ley 
No 18.733, de 1988, que modifica la 
ley orgfica de wtaciones y esautinios 
señala expresamente en su articulo 14 
k vigencia de la Ley de Televisión de 
1970 en lo que respecta al Consejo Na- 
cional de Televisi6” creado por ella, 
mientras no se cree el Consejo Nacional 
de Radio y Televisión a que se refiere el 
articulo 19 No 12 de la Constitució” 
Polftica. 

La Ley de Televisión NO 17.377 de 
1970 establecía la gratuidad de los ea- 
patios televisivos destinados B propa- 
ganda politica. Si bie” la duración del 
tiempo destinado a propaganda gratuita 
fue modificada por el articulo 31 bis de 
la Ley N’J 18.733, de 1988, en el sen- 
tido que se redujo de una hora diaria a 
30 minutos, 0 a 40 en algunos casos, se 
manhwo de manera muy similar la dis- 
tribucibn del espacio entre los distintas 
partidos politices y los independientes. 
Así, el artículo 33 de la referida Ley de 
Televisión disponía que “las instituciones 
que posea” canales de televisión de 
acuerdo co” la presente ley, deberá” 
destinar, gratuitamente, al menos ““a 
hora diaria de propaganda a interven- 
ciones o programas preparados px los 

representantes de los partidos políticos 
que presentan candidatos”. 

Cabe hacer presente, además, que la 
Constitución de 1925 en virtud de la 
Reforma Constitucional de 1971, conocida 
como “Estatuto de Garantias DemocrB- 
ticas y aprobada por la Ley NP 17.398, 
de 9 de enero de 1971, incorporó el “ue- 
VO artículo 99 cuyo último inciso estable- 
cfa el libre acceso de los partidos a los 
medios de comunicación social en los si- 
guientes términos: “Los partidos politicos 
tendrán libre acceso a los medios de di- 
fusión y comunicaci6n social de propie- 
dad estatal o controlados por el Estado, 
en las condiciones que la ley determine, 
sobre la base de garantizar una adecuada 
expresi6n a las distintas corrientes de 
opinión en proporción a los sufragios 
obtenidos por cada una en la última elec- 
ción general de diputados y senadores o 
regidores” 2. 

La gratuidad de la propaganda, por 
tanto, ha sido aceptada en nuestro orde- 
namiento institucional~. Esta exigencia 
concuerda con el car&er selectivo de 
la ley en cuanto a que ~610 permite esta- 
blecer, operar y explotar canales de tele 
visión a cuatro entidades: la empresa 
denominada ‘“relevisi6n Nacional de 
Chile”, la Universidad de Chile, la Uni- 
versidad Cat6lica de Chile y la Universi- 
dad Católica de Valparako (Articulo 29 
Ley de Televis?ón NP 17.377, de 1970). 
Este carhcter selectivo del legislador, 
adoptado en consideración al fuerte im- 
pacto e influencia social de la televisión 
mmo medio masivo de comunicación, se 
manluvo en el constituyente de 1980. 
En efecto, la Carta Fundamental dispone 
que “el Estado, aquellas universidades y 
demás personas o entidades que la ley 
determine pcdrkn establecer, operar y 
mantener estaciones de televisión” (ar- 
título 19 NP 12, inciso 59). De acuerdo 
co” esta disposición ~610 ha” operado 
en nuestro pals los tres canales univer- 

-- 
2 Articulo 9?, Constitución Polkica de 

1925. 
3 Asi lo determinó el fallo del Tribu- 

“al Constitucional pronunciado co” res- 
pecto al proyecto de Ley Orgánica CZIS- 
titucional que modificó la Ley de Vota- 
ciones y Ekcmtinios. Véase punto 2.3. de 
esta ponencia. 
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sitarios y una empresa estatal, Teleti- 
si6n Nacional de Chile. 

2.2. h’mdem juridica de los canales 
de teleoisldn 

La gratuidad de espacios televisivos se 
funda, tambi& en el carácter de perso- 
na jurídica de derecho público de los 
canales de televisión. 

EII efecto, la actividad de estas entida- 
des se rige fundamentalmente por normas 
de derecho público. En primer lugar, 
por el inciso 59 del NP 12 del artículo 19 
de la Constitución Política, transcrito pre- 
cedentemente. Asimismo, por el inciso 60 
de la misma disposición que establece 
que “habrá un Consejo Nacional de Ra- 
dio y Televisi6n, aut6nomo y con pusc+ 
nalidad juridica, encargado de velar por 
el correcto funcionamiento dr estos me- 
dios de comunicación. Una ley de qu6- 
rum calificado señal& la organización y 
demk funciones y atribuciones del refe- 
rido Consejo”. 

Dicha ley de quórum calificado se 
encuentra en actual tramitación legisla- 
tiva. Entretanto rigen las normas de la 
Ley de Televisi6n de 1970, cuyos ar- 
ticuhx 79 y 14 otorgan el airkter de per- 
sona jurídica de derecho público tanto 
al “Consejo Nacional de Televisibn” -al 
que corresponde la orientación general, 
supervigilancia y fiscalización de la te- 
levisión chilena- como a la empresa 
denominada “Televisión Nacional de Chi- 
le”, cuyo objeto es establecer, operar y 
explotar un sistema nacional de televi- 
sión destinado a !mnsmitir, a W&S del 
territon’o naciomil, programas audiotiua- 
les. Además, la misma Ley de Televisibn 
determina que las universidades que 
operan canales de televisión ejercer&n 
sus funciones en esta materia por inter- 
medio del Consejo Nacional de Teleti- 
sión “que se regirá por las Estatutos que 
la respectiva universidad dicte y de los 
cuales tomar& razón la Contraloria Gene- 
ral de la República” (artículo 20, inci- 
so 3). 

A mayor abundamiento, ese mismo tex- 
to legal hace aplicable el Estatito Ad- 
ministrativo, D.F.L. N9 338, de 1960, a 
los funcionarios de los canales de televi- 
sión que infrinbn sus deberes, en cuan- 
to les SM aplicables cualquiera de las 
medidas disciplinarias contempladas en el 

PBrrafo 29 del Titulo IV de dicha nor- 
mativa, entre las que se cuenta el sumario 
administrativo, estableciendo que la Con- 
traloria General de la República actuar6 
como tribunal de apelación ante medidas 
disciplinarias graves (articulo 60, Ley 
de Televisión, de 1970). 

Por tanto, desde el punto de vista de 
las normas que regulan su actividad es 
evidente que los canales de televisión son 
personas jurídicas de derecho público. 

En este mismo orden de materias, es 
preciso sefíalar que las funciones que la 
ley asigna a los canales de televisión los 
inviste de un carácter públice, toda vez 
que les señala la obligaci6n de impartir 
informaci6n de interb nacional que ata- 
Be a toda la colectividad y contribuye a 
su formación civica en la búsqueda del 
bien nacional público. Cabe hacer notar 
que la nonnativa recientemente dictada 
sobre votaciones y escrutinios omitió pro- 
nunciarse sobre los objetivos de la tele- 
visióa En consecuencia, debe entenderse 
que corresponde aplicar al respecto los 
que señala la Ley de Televisión de 1970 
en su artículo 19. Son funciones de ti- 
formación, de difusión y de integración 
de la ciudadanía, tales como: ll) comu- 
nicar e integrar al psis; b) Difundir el 
conocimiento de los problemas naciona- 
les básicos y procurar la participación 
de todos los chilenos en las grandes ini- 
ciativas encaminadas a. resolverlos; c) 
Informar objetivamente sobre el aconte- 
cer nacional e internacional; d) Fomen- 
tar la educación y el desamIlo de la 
cnhra en todas sus formas, y e) Ser la 
libre expresibn pluralista de la conciencia 
crítica y del pensamiento creador, no 
debiendo estar al servicio de ideologia 
determinada alguna. 

En relación con la propaganda política 
de los canales de televisión de libre re- 
cepción, el fallo se hace cargo del cues- 
tionamiento hecho por la Corporación de 
Televisión de la Universidad Catálica de 
la constitucionalidad de la obligación im- 
puesta a los canales de televisi6n de des- 
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tinar gratuitamente detemkados espacios 
de tiempo a t&s efectos, como asimismo 
la probibici6” de -miti cualquiera 
oha propaganda electoral, gratuita ” one- 
rosa El fallo plantea la disyuntiva de 
resolver si la normativa legal infkge !a 
preceptiva constihxio”al, ya sea por crear 
una discriminación arbitraria en contra 
de los canales de televisión, csnculcar su 
libertad de infonnaci6” o por vulnerar el 
derecho de propiedad sobre sus bienes. 

El Tribunal Constitucional declaró la 
constitucionalidad de la norma fundán- 
dose, principalmente, en las siguientes con- 
sideraciones: 

a) El ordenamiento juddico chileno 
ha sido extremadmnente exigente en la 
regulación de este medio de comunica- 
ción, “restringiendo la tihkridad del de- 
recho sólo a determinadas instituciones y 
dejando testimonio que en el cumpli- 
miento de su funciones deberán estar 
siempre presentes los intereses generales 
de la colectividad”. El Tribunal amside- 
ra que así lo demuestra la C!xutitwión 
de 192.5 complementada por el artímdo 
29 de la Ley 17.377 de 1970, la moción 
parlamentaria que en el año 1989 patm- 
cinada por el Ejecutivo dio origen a la 
referida ley, hs actas de h Comisión de 
Estudios de la Nueva Constitución y la 
Constitución de 1880. 

b) LW. canales de televisión cumple” 
una verdadera función de utilidad pú- 
blica y como lo dice el artículo 1Q de 
la Ley 17.377, “como medio de difik6” 
ha” de servir para comunicar e integrar 
al psis”. 

c) La situación de la prensa escrita 
y de las radicemisoras es distinta porque 
no gozan del privilegio de exclusividad 
para sus kmwnisicmes ni tampoco coos- 
tituyen corporackmes de derecho público. 

d) S610 el Estado y aquellas univer- 
sidades o entidades que la ley se?‘& pe 
drán estabkcer, operar y mantener es- 
tacicnes de televisi6” y frente a este 
privilegio de exclusividad que les otorga 
la ley bien puede tambik” esa ley im- 
poner obligaciones y limitacio& mesura- 
das y razonables como so” las que el 
proyecto contempla como justa contrapar- 
tida dgida por el inter& general de la 
colectividad a fin de “dar una estricta 
aplicwi6n al precepto del artículo 18 de 
la Carta Fmuiamental, en orden a que 

la ley garantizar& siempre la plena igual- 
dad entre los independientes y los parö- 
dos políticce en la participación de los 
procesos electorales y plebiscitarios, igual- 
dad que, obviamente, no conseguiría si 
la ley permitiera un “so ilimitado de la 
televisi6” en perícdos electoraks” 4. 

e) Por último, el fallo en su parte 
final refuerza las argumentaciones dadas 
en favor de la gratuidad reproduciendo 
las razones que específicamente tuvieron 
ties Ministros miembros del Tribuoal pa- 
ra concurrir al fallo. En su opinión, el 
no aceptar la obligatoriedad y gratuidad 
que la ley impone a 1~s canales “podría 
significrar la mayor desigualdad y discri- 
minación en lo que es la expresión mas 
trascendente de la soberania popular, co- 
mo es la elecci6” de Presidente de la 
República, de Diputados y Senadores y 
el Plebiscito. 

Dicha desigualdad favorecerfa, sin du- 
da, a los candidatos, partidos o sectores 
con mayores recursos económicos, los que 
tendxían la mejor posibilidad de inducir 
a los elatores a emitir su voto por ca”- 
didatos determinados o apoyar algunas de 
las propxiciones sometidas a plebiiito” ú. 

gwKkl electoral 

Como ha sido posible apreciar, so” “u- 
mermos los fundamentos que justifican 
la gratuidad de la propaganda electoral. 
Si” embargo, estariamos procediendo en 
forma unilateral si omitiéramos señalar al- 
gunas normas que, como conkapartida a 
la obligación de grat”idad, contemplaban 
el aporte estatal como una de las fuen- 
tes de financismiento de los canales de 
televisión. 

4 Considerando NQ 12. 
fi cabe hacer notar que por presenta- 

ción de 8 de agosto de 1988 y en wtud 
del derecho de peticib” cinco señores 
abogados cmsötucionalistas solicitaron 
al Tribunal Ckmslitucio~ tener prez”- 
te, entie. otras coasiderackmes, la consti- 
tucionalidad de las obligaciones sobre 
propaganda electoral que el proyecto im- 
pone a los canales de televisibn, sekdan- 
do expresamente que, B su juicio, no 
existe vulneración al ardculo 19 Nos. 2, 
12, 21, 22 y 24. 



En efecto, el Titulo Quinto de la Ley Votaciones y Escrutinios y su puesta en 
de Televisi6” NP 17.377 de 1970 esta- p&ctica co” ocasibn de la celebracibn 
ble& el financiamiento de la televisión del plebiscito del 5 de octubre de 1988. 
chilena, señakdr>se entre sus fuentes los Considerando que los canales de tele- 
ingresos propios de cada canal derivados visión son corporaciones de derecho pú- 
de aportes que perciban, servicios que blico y que en el cumplimiento de sus 
presten, propaganda contiatada PM: ellos, funciones están desänadas a desarrollar 
recursos provenientes del Presupuesto de importantes objetivos de “Wd pública 
zaNdnyleye.sespenalesyporlosre- y a servir a los intereses generales de la 
cursos prouauentes de las tributos que colectividad, estimamce que el aporte es- 
señala esta misma ley. tatal para contrihti al financiamiento de 

Los tributos que menciona la ley eran detemùnados aspectos de su importante 
los correspondientes a una parte del irn- actividad no es un punto pacífico y que 
puesto al patrimonio destinado a finan- merece, por tanto, cierta reflexión. 
ciar no ~610 la Empresa de Televisión Sin duda la obligación impuesta a los 
Nacional sino que también los canales canales de televisión de hwxnnitir gra- 
m+ersitarius. El impuesto al paU”io tldtanlente propaganda electoral centli- 
fue derogado el año 1974”. Posterior- buye a garantizar el principio de la igual- 
mente, se dictó el Decreto Ley NP 1.066 dad de las disäntas opciones en los pro- 
de 8 de j&o de 1975 que declaró la ti- cesos electorales y plebiscitarios. Si” 
pasibilidad de continuar otorgando apor- embargo, las campañas electorales de los 
tes fiscales a los canales de televisión en partidos poüöcos rebasan el sistema te- 
las proporciones y magnitudes asignadas levisivo y las desigualdades económicas 
hasta 1974 y la necesidad de una gra- entre los diferentes grupos partidarios pa- 
dualidad hacia el cambio en el sistema ra acceder a otras vías de propaganda 
de financiamiento de la televisión politica como so” la prensa escrita y las 

Ante esa realidad, el micmo Decreto radioemisoras puede verdadel;lmente frus- 
Ley 1.086 creó el “Fondo de la Televi- bar el objetivo propiamente democr&ico 
sión chilena” destinado a financiar no ya y constitwional de la igualdad. 
a los canales sino que programas 0 ac- por ello, es indispensable examinar es- 
tividades telwisivas especificas. Este Fon- ta obligación de gratuidad en el co”texto 
do sería administrado por el Consejo Na- de otras medidas que tiende” al mismo 
cional de Televisión y sus recursos es- objetivo de garantizar la igualdad y que 
tarian contemplados en el Presupuesto se hculan derechamente con los parti- 
General de la Nación Cabe destacar que dos p&icos. 
co” la dictació” del Decreto Ley 1.086 
se puso tér”li”o al aporte estatal a los 4. Rb?fk?xiones sobre el aporte estutd a 
canales, toda vez que el 35% de los re- los partidos politices 
cusos de dicho Fondo se destiuuía a la 
mantenci6n de la red que “pera la Em- El financiamiento estaIal directo o in- 
presa de Televki6” Nacional y el 85% directo a los partidos polföcos como 
restante al financiamiento de programas fama de garantizar u”a igualdad bkica 
específicos de interés nacional. en la constitución de su patrimonio asi 

Pareciera ser entonces que la obliga- conm para cmnpetir en las costosas Mm- 
ción legal impuesta a los canales desde pañas electorales es ll” aspecto contem- 
la dictación de la Ley de Televisi6” Ng plado en la mayoría de las legislaciones 
17.377 de 19’70 de !zansmiti gratuita- cu”temp&neas, especialmente europeas, 
mente propaganda electoral quedó en tales como Francia, Italia, Inglaterra, Ak- 
cierta forma d evxmpensada con la su- mania Federal, Grecia, Portugal, los psi- 
presión del financiamiento estatal, situa- ses nórdicos, Estados Unidos de Norte- 
ció” que adquirió carácter evidente w américa y algunos latinoamericanos como 
la dictación de la Ley Orgánica Cons& Venezuela, costa Rica y Argentina. La 
tucid NP 18.73.~ complementaria de ky orgánica constitnci~l de partidos 

polftiox chilena no co”t3mpla el finan- 
ciamiento estatal a pesar de que kste se 

= Derogado por el Dexeto Ley 298 propuso en los sucesivos anteproyectos 
de 30 de enero de 1874. 

. ._ 
preparados por las diversas comisiones de 
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estudio. El financiamiento público es con- 
veniente como una manera de igualar las 
oportunidades de los partidos políticos, 
les habilita para funcionar con mayor ir- 
dependencia de los aportes financieros de 
caracter particular, especiahnente en pe- 
rícdm electoralw. 

Esta materia ya fue objeto de debate 
jddico cuando se elabor la Ley Orgá- 
nica Castitucimal de Partidos Políticos 7, 
Sin embargo, a pesar de los antecedentes 
del Derecho Comparado y lo propuesto 
en los diversos anteproyectos preparados 
durante el establecimiento de la ley, el 
fiicianliento estatal se omitió en el 
texto definitivo. 

Al respecto, es conveniente recordar 
que el primer proyecto de ley sobre la 
materia elaborado por la Subcomisión in- 
tegrada por lm profesores señora Luz 
Bulnes y señor Raúl Bertelsen contempló 
el financiamiento estatal directo destina- 
do a financiar gastos electorales y de 
propaganda poutica, para cuyos efectos 
la Ley de Presupuesto debía asignar los 
recursos corxspondientes, los que se dis- 
tribuirian en proporción al número de 
diputados elegidos, a modo de reposición 
de c&os de las campañas electorales. 
MBs adelante, el proyecto del Consejo de 
Estado propuso el financiamiento estatal 
directo e indirecto en tkminos generales 
remitiéndose a lo que al respecto pudiera 
establecerse en la Ley Orgánica Cnnsti- 
tucional sobre Sistema Electoral Público. 
Finalmente, el proyecto del Ejecutivo y 
la ley definitiva eliminaron toda referencia 
al financiamiento estatal, manteniendo si>- 
10 alguna.9 normas que configuran un 
aporte indirecto en cuanto eximen de im- 
puesto o contAbuci6n los trámites de 
hnación de los partidos y su fusión 
con Otmx. 

7 El estudio del proyecto de ley orgá- 
nica coditucional de partidos políticos 
se inició en mano de 1983. El texto de- 
finitivo, Ley NP 18.603, se publicó en 
marzo de 1987. v&ae “Seminrario: ea ley 
Orgknica Constitucional de los Partidos 
Políticus” 23-4 diciembre de 1986. Fa- 
cultad de Derecho de la Universidad de 
Chile. Tambikn nueska publicación “Ley 
OrgBnica de Partidos Políticos. Historia 
de su establecimiento y debate doctrina- 
rio”. Editorial Jurídica de Chile, 1988. 

En la actualidad, nuevamente ha sur- 
gido el controvertido tema del financia- 
miento estatal a propósito del debate ju- 
Mico suscitado con motivo de la obli- 
gación de gratuidad de la propaganda 
electoral impuesta a los can&!s por la 
Ley Orgánica Constitucional NO 18.733 
de 1988 complementaria de Votaciones y 
ESClUti@% 

Gxlsecuentemente, &imamos que el 
financiamiento público a los partidos es 
una materia que se mantiene en estado 
latente. Si bien las leyes políticas dicta- 
das hasta esta fecha no lo han contem- 
plado, su planteamiento ha resurgido co. 
brando nuevamente vigencia. 

El aporte estatal admite una serie de 
variantes. Puede ser directo, contemplán- 
dose anualmente en la Ley de Presupues- 
to un monto determinado a distribuirse 
entre los distintos partidas en propor- 
ción al número de parlamentarios o al 
de sufragios válidamente emitidos y que 
cada uno haya obtenido en las últimas 
elecciones. Tambi6n puede ser indirecto, 
mediante exenciones de impuestos a las 
cotizaciones de los afiliados. o a determi- 
nados trámites o actuaciones del partido, 
o bien franquicias tributarias que incen- 
tiven las donaciones. 

Entre las objeciones más frecuentes a 
este sistema suele decirse que el aporte 
estatal tiende a favorecer a los partidos 
mAs poderosar y que ya se encuentran 
en el poder, por cuanto son los partidos 
gubernamentales que han obtenido más 
alta votaci6n los que reciben mayores 
subvenciones. Sin embargo, la tenden- 
cia generalizada en las legislaciones con- 
tempotineas es la de considerar que las 
elecciones constituyen una funci6n públi- 
ca a la que el Estado debe concurrir 
creando las condiciones adecuadas pare 
su desarrollo. Como señala Stein, “debido 
a la importancia fundamental que los 
partidos tienen en relación con el prc- 
ceso electoral, est4 justificado que se les 
proporcionen los medios para hacer fkn- 
te a los gastos necesarios para una ade- 
cuada campaña elec+oral” 8. 

Ahora bien, podría estimarse que este 
sistema vulnera el principio de la igual- 

a Stein E., “Derecho Político”, Edito- 
rial Aguilar S.A., año 1973, Madrid, p&g. 
159. 
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dad a que tienen derecbo los imlepen- 
dientes al tenor de lo dispuesto en los 
arthlos 18 y 19 NQ 15 de la Constitu- 
ción. Si” embargo, no lo estimamos asi, 
pcx %ai-laY laz0”es. 

En primer lugar, la expresión consti- 
tuoional contenida en el artículo 18 en 
cuanto 8. que la ley “galantimá siempre 
la plena igualdad entre los independien- 
tes y los miembros de partidos políti- 
cos . .” es un* exigencia aparentemente 
~.5elh, pei-0 que 52 toma muy compleja 
cuando se trata de traducirla a normas 
j”rídicas concretas. La igualdad de am- 
bos gmp<s no es una igualdad mecánica 
o aritmética. Debe, por tanto, conside- 
rarse la igualdad atendida la naturaleza 
de cada entidad Así, el independiente 
carece de un compromiso político y no 
está inserto en una organización partida- 
ria que obligue su conducta; pero, la vez, 
tampoco dispone de una colectividad ” 
organización que lo respalde. La situa- 
ción de miembro de UD partido es total- 
mente diferente en este aspecto. Por otra 
parte, el partido, como institucibn, está 
sujeto a “na serie de etigencias que evi- 
dentemente no se aplican a los indepen- 
dientes, como son todos los requisitos 
de comtit”ci6n del partido, la obligación 
de establecer determinados brganos in- 
ternos y dentro de plazos precises, el 
contml a que están sometidos en cmanto 
a su financiamiento y la obligacibn de 
estar inscritos definitivamente co” 4 
meses de anticipación a la celebración 
de los plebiscitos, entre otras. 

Por último, los independientes y los 
partidos son entidades de distinta natu- 
raleza, y la exigencia constitucional de 
igualdad debe ser establecida por la 
ley considerando la propia natlualeza de 
cada cual y evitando establecer discrimi- 
naciones arbitias entre ellas~. 

8 Sobre el tema de los “independien- 
tes”, véame opiniones sustentadas en 
“Seminario sobre la Ley Orgánica Cons- 
titucional de Partidce Polkicos” ob. cit. 
por los profesores c. CR~COOKE en su 
exposición “La igualdad en las candida- 
turas de los partidos politices.. :‘, págs. 
71 y SS.; F. CUMPLIDO, pág. 107, y L. 
BULNFS, p&g. 110. 

5. CLmcl”sfón 

A modo de sintesis de lo expresado 
precedentemente, es posible concluir lo 
siguiente: 

19 Que la Ley de Televisión de 1977, 
j,to con determinar la gratuidad de la 
propaganda electoral, establecía formas 
de financiamiento estatal de los canales 
de televisi6”. 

2’J Que estas formas de financiamien- 
to fuero” s”plimidas por el Decreto Ley 
1.086, de 1975. 

39 Que la Ley Orghica CIbmtítucic- 
nal de Votaciones y fkcmtikx estable- 
ci la gratuidad d-e la propaganda, pero 
no consideró el financiamiento pública 

49 Que la Ley OrgMca Co”stitwic+ 
nal de Partidos Politica tampoco consi- 
deró el aporte estatal, a pesar de los 
antecedentes contenidos en la historia del 
establecimiento de la ley. 

59 Que el financiamiento estatal a los 
partidos politices es UII tema que indu- 
dablemente ha cobrado actual vigencia, 
situacibn que debe inducir a su revisi6n 
y estudio a la luz de los antezedentes 
contenidos en la legislación chilena, en 
la historia de su establecimiento, en la 
doctrina y en el Derecho Comparado. 

Considero que esta tesis se funda no 
~610 en los antecedentes expuestos en ee 
ta ponencia y en el Derecho Comparado, 
sino que, tambik”, y de muera relevan- 
te, en la Constitución Polftica del Estado. 

Una interpretacibn armónica de la 
Carta Fundamental permite concluir que 
el Estado debe cumplir ineludiblemente 
ciertas obligaciones con el objeto de lo- 
grar su finalidad en relación con el régi- 
men politice democtitica 

En efecto, el articulo 49 establece que 
“Chile es una República democtitica-a”, 
y bien sabemos que la democracia con- 
tempor4nea es siempre representativa, en 
la cual los pafidos pdlticos cumplen un 
rol prkticamente ins”stit”ible. Son por 
demás mnocidas las xlevantes funcie 
nes que ellos cumplen dentro de este 
régimen político, a punto de no conce- 
birse el funcionamiento del sistema de- 
motitico representativo sin su existen- 
cia 

Por otra parte, el principio de la re- 
presentacib” polftica contenido en el 
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articulo 5Q de la Carta Fundamental es- 
tablece que la soberanla reside esencial- 
mente en la Nación y que “su ejercicio 
se realiza por el pueblo a travb del ple- 
biscito y ekcciones periódicas”. El Esta- 
do, atoaces, debe& adoptar las medidas 
necesarias para que los procesos electc- 
raks y plebiscitarios, en los cuales inter- 
vienen activamente los partidas políticos, 
se desarrollen adecuadamente, conside- 
rando que constituyen una función pú- 
blica. 

A mayor abundamiento, el último incisa 
del articulo 19 de la Constitu&n, que 
es uno de los preceptos fundamentales 
en que se basa la institucionalidad, señala 
que es deber del Estado “asegurar el de- 
recho de las personas a participar con 
igualdad de oportunidades en la vida 
nacional”. Este precepto es de amplia 
aplicación; sin embargo, adquiere una im- 
portancia muy significativa en los pro- 
cesos electorales y plebiscitarlos, porque 
en ellos la ciudadania participa con un 

objetivo de vastas proporciones, cual es: 
la generaci6n de las autoridades que la 
Comthci6n establece pxa el gobierno 
del Estado. 

Finalmente, en virtud del derecho de 
libertad de opinión y de informacibn, 
corresponde a las partidos desarro- 
llar sus funciones de difusión, de inte- 
gración y de fiscalización. Y es evidente 
que estas funciones trascienden los pe- 
ríodos ekctorales y se proyectan durante 
el tiempo que dure el ejercicio del poder 
entre uno y otro peícdo ekctoral. 

En virtud de lo expuesto, parece evi- 
dente que corresponde al Estado el cum- 
plimiento de ciertas obligaciones en ma- 
teria de financiamiento de las actividades 
de los partidos, a lo menos en rela- 
ción con los procesos ekctorales. ,No 
resulta concordante, a la luz de tos ante- 
cedentes señalados, que frente a estos 
procesos que constituyen una verdadera 
función pública pueda el Eslado restarse 
y abstenerse de toda obligación. 


